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Resumen: Este comentario está destinado a analizar la sentencia de la Sala Cons-
titucional No 203 de 25 de marzo de 2014, mediante la cual la misma resolvió que 
el derecho constitucional a la participación política  previsto en el proceso de for-
mación de las leyes mediante su sometimiento a consulta pública, no existe cuando 
se trata de leyes dictadas por el Ejecutivo mediante decretos leyes. 
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Abstract: This comment has the purpose of analyzing the decision of the Constitu-
tional Chamber No 203 of March 25, 2014, by means of which it was decided that 
the constitutional right to political participation established in the process of for-
mation of statues through their public consultation, does not exists when the stat-
utes are issued by the Executive through means of decree laws. 
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I 

Desde cuando se utilizó por primera vez, en 2000, al inicio del régimen autoritario, la 
modalidad de legislar masivamente mediante legislación delegada, es decir, a través de decre-
tos leyes dictados por el Presidente de la República en Consejo de Ministros en ejecución de 
una ley habilitante en los términos del artículo 203 de la Constitución de 1999; varios de los 
decretos leyes fueron impugnados por razones de inconstitucionalidad, entre otros vicios, por 
violación del derecho ciudadano a la participación política al haber sido dictados inconsulta-
mente, es decir, sin haber sido sometidos a consulta popular a los ciudadanos y a la sociedad 
organizada, violándose el texto expreso del artículo 211 de la Constitución en materia de 
consulta popular de las leyes durante el procedimiento de su formación.1  

                                            
1  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Apreciación general sobre los vicios de inconstitucionalidad 

que afectan los Decretos Leyes Habilitados” en Ley Habilitante del 13-11-2000 y sus Decretos Leyes, 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Eventos Nº 17, Caracas 2002, pp. 63-103, y “El dere-
cho ciudadano a la participación popular y la inconstitucionalidad generalizada de los decretos leyes 
2010-2012, por su carácter inconsulto,” en Revista de Derecho Público, No 130, (abril-junio 2012), 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2012, pp. 85-88. 
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En la Constitución de 1999, en efecto, cuyo texto está imbuido por el concepto de de-
mocracia “participativa y protagónica,” además de establecerse en forma general en los ar-
tículos 62 y 70 de la Constitución, el derecho ciudadano a la participación política, éste se 
estableció en forma específica en dos supuestos que tienen, por tanto, rango constitucional: 
primero, el derecho constitucional a la participación política para la designación de altos 
funcionarios del Estado a través de Consejos de Postulaciones integrados por “representantes 
de los diferentes sectores de la sociedad,” en particular para la designación de los magistra-
dos del Tribunal Supremo (art. 270), y en otros Comités similares en el caso de la designa-
ción de los jefes de los órganos del Poder Ciudadano y del Poder Electoral (arts. 279 y 295);2 
y el derecho constitucional de los ciudadanos y de la sociedad organizada a participar en el 
procedimiento de formación de las leyes a través de los mecanismos de consulta popular que 
se deben efectuar (art. 211).  

La legislación básica del país, en los últimos catorce años, sin duda ha sido dictada me-
diante decretos leyes conforme a sucesivas leyes habilitantes y en ningún caso se ha cumpli-
do, en la emisión de dichos decretos leyes con el procedimiento de consulta popular, ni se ha 
garantizado el derecho de los ciudadanos ni de la sociedad organizada a participar en el pro-
ceso de formación de las leyes.  

II 

Por ello, en todos los casos, durante los tres lustros de vigencia de la Constitución, en 
distintas oportunidades se impugnaron diversos decretos leyes precisamente por violación del 
derecho constitucional a la participación política consagrado en el artículo 211 de la Consti-
tución, pero nunca la Sala Constitucional se pronunció sobre dichas denuncias formuladas en 
sucesivas acciones populares de inconstitucionalidad. Solo fue mediante sentencia No 203 de 
25 de marzo de 2014 (Caso Síndica Procuradora Municipal del Municipio Chacao del Esta-
do Miranda, impugnación del Decreto Ley de Ley Orgánica de la Administración Pública de 
2008),3 cuando por primera vez la Sala Constitucional entró a conocer de la denuncia de 
inconstitucionalidad formulada, declarándola sin embargo sin lugar, por considerar simple-
mente que como la legislación no se dictó por la Asamblea Nacional sino por el Poder Ejecu-
tivo, entonces, en fraude a la Constitución, la Sala estimó que las leyes dictadas mediante 
decretos leyes no exigían la previa consulta popular. Es decir, en definitiva, la Sala admitió 
una forma de “evadir” la obligación del Estado de asegurar la participación popular, y de 
burlarse del derecho ciudadano a la participación; todo, sin embargo, en una supuesta “demo-
cracia participativa y protagónica” que tanto se pregona pero que quedó extinguida con dicha 
sentencia.  

En efecto, al contrario de lo decidido, conforme al espíritu “participativo y protagónico” 
de la democracia que orientó la letra de la Constitución de 1999 –aún cuando ignorada en la 
ejecución de la misma–, una de las dos manifestaciones específicas del mismo, inserta en el 
propio texto constitucional, como se ha dicho, es la imposición a los órganos del Poder Le-
gislativo de la obligación de someter los proyectos de leyes, durante el proceso de su elabora-

                                            
2  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La participación ciudadana en la designación de los titulares 

de los órganos no electos de los Poderes Públicos en Venezuela y sus vicisitudes políticas”, en Revista 
Iberoamericana de Derecho Público y Administrativo, Año 5, Nº 5-2005, San José, Costa Rica 2005, 
pp. 76-95.  

3  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/marzo/162349-203-25314-2014-09-0456.HT 
ML La Ley impugnada fue publicada en Gaceta Oficial N° 5.890 Extra. de 31 de julio de 2008. 
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ción, a consulta pública. Ello se concretó entre otras, en la norma específica contenida en el 
artículo 211 de la Constitución, la cual dispone:  

Artículo 211. La Asamblea Nacional o las Comisiones Permanentes, durante el procedi-
miento de discusión y aprobación de los proyectos de leyes, consultarán a los otros órganos 
del Estado, a los ciudadanos y ciudadanas y a la sociedad organizada su opinión sobre los 
mismos. 

La previsión, que está incluida en la sección relativa al procedimiento de formación de 
las leyes, cuya elaboración y sanción en una de las “funciones propias” (art. 134 de la Consti-
tución) del órgano legislativo, es decir, de la Asamblea Nacional en ejercicio del Poder Le-
gislativo. Por ello, evidentemente, en la norma se identifican con precisión a los órganos del 
Estado que deben primariamente cumplir con dicha obligación que son los que normalmente 
participan en el procedimiento de formación de las leyes, es decir, la propia Asamblea Na-
cional o las Comisiones Permanentes de las mismas. Y no podría ser de otro modo, pues 
dichos órganos son los que normalmente legislan. 

III 

Lo importante de la norma del artículo 211 de la Constitución, en realidad, no es su as-
pecto formal de regulación de un “procedimiento legislativo” específico y, en el mismo, la 
identificación de cuál órgano del Estado es el que debe cumplir específicamente con la obli-
gación de consultar al pueblo la legislación que se proyecta; sino su aspecto sustantivo, en 
cuanto a la regulación en el propio texto constitucional, de un derecho constitucional de los 
ciudadanos y de la sociedad organizada a ser consultados en el proceso de formación de las 
leyes que se proyecta que han de regirlos, que es un derecho correlativo a una obligación 
impuesta a los órganos que ejercen la función normativa de rango legal de consultar al pueblo 
sobre los proyectos de leyes antes de su sanción.  

Bajo este ángulo sustantivo del derecho y de la obligación establecidos en el artículo 
211, lo importante por tanto, no es cuál órgano específico del Estado sanciona la ley, y a 
través de cuál procedimiento, sino el derecho constitucional a la participación ciudadana que 
establece la norma y la obligación de los órganos del Estado de asegurar dicha participación, 
en este caso, mediante consulta pública de los proyectos de leyes.  

La ley, como se ha dicho, puede sancionarse por la Asamblea Nacional en ejercicio del 
Poder Legislativo, cumpliendo la función normativa como “función propia” de la misma; o 
por el Presidente de la República en ejercicio del Poder Ejecutivo, cumpliendo la función 
normativa en virtud de delegación legislativa; en ambos casos, la obligación constitucional 
establecida en el artículo 211 de la Constitución, al margen de las normas generales que 
garantizan el derecho a la participación ciudadana (art. 62 y 70), originan un correlativo 
derecho constitucional específico de los ciudadanos y de la sociedad organizada a ser consul-
tada no sólo sobre las políticas públicas, sino especialmente sobre los proyectos de leyes con 
las cuales van a regularlos, antes de que se sancionen, independientemente de que tengan la 
“forma” de ley o de decreto ley.  Lo contrario significaría sostener que el derecho ciudadano 
a la participación política consagrado constitucionalmente, sólo estaría garantizado en el caso 
de leyes dictadas por la Asamblea Nacional pero no de leyes dictadas por el Poder Ejecutivo 
a través de decretos leyes, lo que por supuesto no tendría sentido alguno. 

Al contrario, el sentido del derecho constitucional consagrado en el artículo 211 de la 
Constitución implica que cuando la Asamblea Nacional, en ejercicio del Poder Legislativo y 
de la función normativa, sanciona una ley, o cuando el Presidente de la República en ejerci-
cio del Poder Ejecutivo y de la función normativa derivada de una delegación legislativa, 
dicta decretos leyes, en todo caso, se debe siempre consultar a los ciudadanos antes de la 
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sanción definitiva del texto legal, de manera que si esta se produce sin someter el proyecto de 
ley previamente a consulta pública, en particular, a los ciudadanos y a la sociedad organizada, 
se viola el derecho a la participación establecido en el artículo 211 de la Constitución y 
además, por derivación, se violan las previsiones generales que establecen el derecho político 
a la participación que están en los artículos 62 y 70 de la Constitución. 

IV 

Sin embargo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, en la mencionada sentencia 
No 203 de 25 de marzo de 2014, al declarar sin lugar la acción de inconstitucionalidad inten-
tada por la Síndica Procuradora Municipal del Municipio Chacao del Estado Miranda contra 
el Decreto Ley de Ley Orgánica de la Administración Pública de 2008, en la cual se denunció 
que el mencionado decreto ley no fue sometido al procedimiento de consulta popular que 
exigía el artículo 211 de la Constitución, consideró que los ciudadanos tenían derecho consti-
tucional a participar, estimando que ese derecho ciudadano a participar en el proceso de 
formación de las leyes sólo existe cuando las mismas las dicta la Asamblea Nacional, pero no 
existe cuando las leyes las dicta el Poder Ejecutivo mediante una delegación legislativa. 

En esa forma, la Sala Constitucional formalizó una forma más de fraude a la Constitu-
ción, al establecer que el derecho a la participación política en materia de formación de las 
leyes se puede ignorar, o simplemente no existe, con el sólo hecho de que la ley que se le va a 
aplicar al ciudadano sea dictada mediante decreto ley en uso de delegación legislativa, y no 
mediante una ley de la Asamblea Nacional. En otros términos, que una forma de burlar el 
derecho ciudadano a la participación política mediante consulta popular de las leyes en una 
“democracia participativa y protagónica,” es que el Poder legislativo simplemente delegue la 
legislación al Poder Ejecutivo y así se obvia la obligación de legislar. Ello, se insiste, no es 
más que un fraude a la Constitución.  

V 

Pero para configurar este fraude, lo más insólito de la sentencia es que, contradictoria-
mente, la Sala Constitucional, procedió a constatar con lujo de detalles, lo contrario, es decir, 
que el derecho a la participación política se encuentra establecido dentro de los derechos 
políticos de los ciudadanos, para lo cual procedió a citar exhaustivamente la Exposición de 
Motivos de la Constitución cuando expresa que “se reconoce la necesidad de la intervención 
del pueblo en los procesos de formación, formulación y ejecución de las políticas públicas, lo 
cual redundaría en la superación de los déficits de gobernabilidad que han afectado nuestro 
sistema político debido a la carencia de sintonía entre el Estado y la sociedad;” a citar el 
artículo 62 de la Constitución que entre otras cosas establece que “es obligación del Estado y 
deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su prácti-
ca;” a indicar que “en nuestro derecho constitucional se consagra un sistema dual de ejercicio 
de la participación política” de democracia indirecta y de democracia directa, en el cual nin-
guna de las dos prevalece sobre la otra; a precisar que “el sistema democrático envuelve la 
conjunción de los principios de representación y el principio de participación;” a reconocer 
como “principio fundamental en el desarrollo de los postulados democráticos que deben regir 
un Estado de Derecho,” y entre ellos, el principio de “publicidad de sus actuaciones,” que es 
el que permite a los ciudadanos “ejercer cabalmente su derecho a la participación política;” y 
a citar indiscriminadamente autores como Alessandro Pizzorusso, Lecciones de Derecho 
Constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, 1984, p. 104, 110), Carl Schmitt; Teoría 
de la Constitución, Madrid, Alianza, 1982, p. 174); y Norberto Bobbio, Diccionario de Polí-
tica, Madrid 1983, pp. 1209-1210).  
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Con todo ello, cualquier lector habría sacado la conclusión de que el resultado de la ar-
gumentación y de la doctrina citada conduciría a declarar que la falta de consulta pública de 
las leyes dictadas mediante decretos leyes, en el marco de la “democracia participativa y 
protagónica” prevista en la Constitución, violaba el derecho ciudadano a la participación 
política. 

Pero: sorpresa!! No!! La conclusión a la que llegó la Sala Constitucional, al contrario y 
contradictoriamente a los mencionados postulados y doctrina, fue que en Venezuela se puede 
impunemente violar el derecho ciudadano a la participación política mediante consulta públi-
ca de los proyectos de leyes, si estos se dictan mediante decretos leyes.  

Para llegar a esta conclusión, la Sala Constitucional utilizó dos argumentos: Primero, al 
“descubrir” que el ejercicio del derecho a participar por parte de los ciudadanos es de: 

“ejercicio facultativo de los ciudadanos en la presentación de las observaciones al igual a lo 
que ocurre en la iniciativa legislativa, por ende su falta de ejercicio no acarrea sanción alguna 
por su inejecución por parte de los ciudadanos”. 

El argumento, por supuesto, no tiene lógica ni consecuencia jurídica algunas, pues el 
ejercicio de los derechos por los ciudadanos cuando implica el goce de la libertad en la reali-
zación de una actividad, como por ejemplo, el derecho de votar, el derecho a expresar el 
pensamiento, el derecho al libre tránsito, el derecho de petición, el derecho a manifestar, el 
derecho a tener una religión, el derecho a participar, siempre es de ejercicio facultativo, pues 
nadie puede ser obligado a votar, a escribir o hablar públicamente, a circular, a manifestar, a 
tener una religión o a participar. Todos son libres de ejercer esos derechos, por ello son de 
ejercicio facultativo, pero ello no implica que por ese “ejercicio facultativo” dejen de ser 
derechos ni ello excluye la obligación del Estado de garantizar y asegurar su ejercicio. La 
falta de aseguramiento y garantía por parte del Estado es la que acarrea una sanción, y es la 
nulidad del la acción u omisión del Estado, y nada tiene que ver eso con la falta de ejercicio 
por parte del ciudadano que efectivamente es libre. 

VI 

Pero la Sala Constitucional para formalizar el fraude a la Constitución y a la democracia 
“participativa y protagónica” que se pregona, recurrió a un segundo argumento, aún más 
absurdo y es el hecho de que supuestamente en el “procedimiento legislativo” establecido en 
el artículo 211 del Texto Constitucional, y el “procedimiento legislativo” para la emisión de 
decretos leyes, “el supuesto fáctico de la aplicación de la norma así como el sujeto pasivo 
difieren palmariamente entre ambos,” cuando como se ha dicho, lo esencial de la norma no es 
el aspecto formal o procedimental sino el sustantivo relativo al derecho constitucional que 
consagra. 

Con base en esa distinción formal, la Sala Constitucional, entonces consideró que la 
obligación establecida en el artículo 211 de la Constitución, supuestamente contiene un “im-
perativo” “dirigido al órgano legislativo de acuerdo con sus funciones naturales –formación 
de leyes–” siendo que en cambio, “el supuesto de la ley habilitante es un supuesto excepcio-
nal en el proceso legislativo.”  

Se olvidó así, sin embargo, la Sala Constitucional, de nuevo, que el texto del artículo 
211 lo que establece en realidad es un derecho específico a la participación política de los 
ciudadanos en el proceso de formación de las leyes, siendo su esencia, por supuesto, el de la 
“participación” sea cual fuere la forma de emisión de las leyes, si mediante sanción parla-
mentaria o mediante emisión de un decreto ley. Lo importante y esencial en una democracia 
“participativa y protagónica” es el derecho a la participación, no los aspectos procedimentales 
que se regulen.  
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VII 

Pero lo más insólito de la sentencia, fue la conclusión a la cual llegó la Sala después de 
argumentar erradamente que los ciudadanos supuestamente tienen derecho de participar en el 
procedimiento de formación de las leyes sólo cuando la ley la dicta la Asamblea Nacional, 
pero no cuando la dicta el Poder Ejecutivo mediante decreto ley, expresando, como lo hubie-
ra hecho el personaje “Cantinflas,” que:  

“Lo anterior, no implica como erradamente se podría pretender que el Presidente de la Re-
pública no está sujeto a la apertura de los mecanismos de participación cuando hace uso de 
las potestades legislativas previamente aprobadas, sino que en virtud de la excepcionalidad 
que implica la habilitación legislativa, el procedimiento de formación difiere estructural y 
funcionalmente del procedimiento en el órgano legislativo por lo que su incidencia varía en 
cuanto a su formación, no solo en cuanto a la representatividad de los funcionarios encarga-
dos de su discusión y aprobación sino en cuanto a los lapsos para su ejercicio; por lo que el 
ejercicio de dicho derecho se desarrolla en atención a uno de los principios fundamentales 
que rige el sistema democrático como es la publicidad.” 

Qué dijo o quiso decir la Sala Constitucional en este párrafo, realmente es indescifrable, 
pero no así la conclusión rotunda a la cual llegó a renglón seguido de dicho párrafo, sin fun-
damento alguno, en el sentido de que:  

“visto que el procedimiento establecido en el artículo 211 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, no podría ser exigido al Presidente de la República por carecer 
de especificidad el procedimiento de formación de leyes dentro del marco de una ley habili-
tante”.  

O sea, que cuando se dictan leyes mediante decretos leyes en ejecución de una ley habi-
litante no hay “procedimiento de formación de las leyes,” es decir, supuestamente se estaría 
dentro del “reino de la arbitrariedad,” y los ciudadanos en “democracia participativa y pro-
tagónica” no podrían gozar ni ejercer su derecho constitucional de participar en el proceso de 
formación de la ley que los va a regir.  

Ello, por supuesto, no tiene sentido alguno, pues el derecho a la participación ciudadana 
en materia de formación de las leyes es absoluto, sea cual fuere el procedimiento de forma-
ción de las mismas; de lo contrario, bastaría acudir a una ley habilitante y dictar decretos 
leyes para, en fraude a la Constitución, quitarle al ciudadano su derecho a participar. 

VIII 

La Sala Constitucional, sin embargo, en la sentencia, trató de seguir justificando el frau-
de a la Constitución, expresando que la “inaplicación” del derecho a la participación previsto 
en el artículo 211 de la Constitución, supuestamente  

“deviene igualmente en cuanto al procedimiento de discusión ante la Cámara en el cual se 
maneja un proyecto legislativo, a diferencia de la presentación y promulgación de Decretos 
los cuales responden a una excepcionalidad o a una urgencia en cuanto a su realización, por 
ende, se aprecia que mal puede exigirse la aplicación del artículo 211 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela” en el caso [del decreto ley impugnado de la ley Orgá-
nica de la Administración Pública]. 

Ello, por supuesto, no tiene fundamento alguno en el texto de la Constitución de 1999, 
donde se reguló la delegación legislativa en sentido amplio, sin que necesariamente exista 
excepcionalidad, extra ordinariedad o urgencia alguna en la sanción de una ley habilitante. 
Recuérdese que el artículo 203 definió las leyes habilitantes como “las sancionadas por la 
Asamblea Nacional por las tres quintas partes de sus integrantes, a fin de establecer las direc-
trices, propósitos y marco de las materias que se delegan al Presidente o Presidenta de la 
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República, con rango y valor de ley” fijando “el plazo de su ejercicio,” y que el artículo 236.8 
se limitó a indicar dentro de las atribuciones del Presidente de la República, el “dictar, previa 
autorización por una ley habilitante, decretos con fuerza de ley.”4 Es errado y falso el argu-
mento de la Sala Constitucional, el cual que en cambio pudo ser válido en el marco de la 
Constitución de 1961, al tratar de establecer una distinción entre el “procedimiento legislati-
vo” de formación de las leyes y el de la emisión de los decretos leyes que no existe en la 
Constitución de 1999, en el sentido de que estos últimos, supuestamente “responden a una 
excepcionalidad o a una urgencia en cuanto a su realización”, lo cual no sólo no tiene funda-
mento constitucional, sino que nunca se ha invocado en la sanción de las múltiples leyes 
habilitantes que se han sancionado a lo largo de los últimos catorce años. 

Pero además, al tratar de justificar lo injustificable, al Sala Constitucional llegó a argu-
mentar que a pesar de que el decreto ley impugnado no se sometió a consulta popular como 
lo imponía el artículo 211 de la Constitución, violándose el derecho constitucional a la parti-
cipación política, sin embargo, tal: 

“derecho a la participación política no se vio conculcado o restringido en virtud que en fun-
ción del conocimiento público y notorio de la promulgación de la Ley Habilitante los ciuda-
danos pueden presentar o formular proyectos sobre la discusión de las materias delegadas al 
Ejecutivo Nacional, para garantizar el ejercicio del derecho a la participación política.” 

El mismo errado y falso razonamiento lo repite la sentencia al indicar que “cuando se 
promulga dicha habilitación existe una notoriedad en cuanto a la potestad conferida” en razón 
de lo cual dijo la Sala, “la participación puede ser realizada por parte de las comunidades 
organizadas con la finalidad de formular propuestas y opiniones”. 

O sea, que sin que se lleguen a conocer por los ciudadanos los proyectos de decretos le-
yes a ser dictados en forma clandestina e inconsulta en ejecución de la ley habilitante, su-
puestamente el derecho a la participación política queda asegurado según la Sala, por el 
hecho de que al conocerse la sanción de una ley habilitante cualquiera puede presentar al 
Ejecutivo algún proyecto de ley para su aprobación. El argumento, por supuesto, no soporta 
análisis alguno, porque simplemente, el proyecto de ley emitido mediante decreto ley en 
ejecución de la ley habilitante nunca fue del conocimiento de los ciudadanos o de la sociedad 
organizada. 

IX 

Por último, debe mencionarse que en materia de derecho ciudadano a la participación 
política en relación con el ejercicio de potestades normativas por parte del Poder Ejecutivo, la 
obligación de consulta pública no sólo está establecida en el mencionado artículo 211 de la 
Constitución, que fue violado abiertamente en el caso del decreto ley impugnado en este caso 
de Ley Orgánica de la Administración Pública de 2008, sino en la propia Ley Orgánica de la 
Administración Pública desde que fue sancionada inicialmente en 2001. En efecto, en el 

                                            
4  Véase Allan R. Brewer-Carias, “El régimen constitucional de los Decretos Leyes y de los ac-

tos de gobierno” en Bases y Principios del Sistema Constitucional Venezolano (Ponencias del VII Con-
greso Venezolano de Derecho Constitucional realizado en San Cristóbal del 21 al 23 de noviembre de 
2001), Asociación Venezolana de Derecho Constitucional, Universidad Católica del Táchira, San 
Cristóbal, 2002, pp. 25-74; y Las potestades normativas del Presidente de la República: los actos ejecu-
tivos de orden normativo”, en Tendencias Actuales del Derecho Constitucional, Homenaje a: Jesús 
María Casal Montbrun (Coordinadores: Jesús María Casal, Alfredo Arismendi A. y Carlos Luis Carri-
llo), Tomo I, Caracas 2007. 
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artículo 130 de dicha Ley se dispone que para la adopción de “normas reglamentarias o de 
otra jerarquía” por los órganos del Poder Ejecutivo, entre las cuales sin duda están los 
decretos leyes, éstos están obligados a “iniciar un proceso de consulta pública y remitir el 
anteproyecto a las comunidades organizadas,” de tal importancia desde el punto de vista de 
la “democracia participativa y protagónica” que se pregona, al punto de que el artículo 140 
de la misma Ley Orgánica dispone no sólo que el respectivo órgano del Poder Ejecutivo “no 
podrá aprobar normas para cuya resolución sea competente, ni remitir a otra instancia proyec-
tos normativos que no sean consultados,” sino que “las normas que sean aprobadas por los 
órganos o entes públicos o propuestas por éstos a otras instancias serán nulas de nulidad 
absoluta si no han sido consultadas según el procedimiento previsto” en la propia Ley Orgá-
nica. 

Esta obligación por supuesto, se aplicaba al decreto ley de reforma de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública, pues estaba prevista en su texto desde 2001, razón por la cual 
es incomprensible que la Sala Constitucional haya considerado en su sentencia que habría 
“imposibilidad de aplicar el procedimiento establecido en la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública, por ser ésta la ley impugnada” cuando dicho procedimiento era obligatorio y 
estaba incluido en el texto de la Ley Orgánica desde 2001, siendo el decreto ley impugnado 
de 2008 sólo una reforma de dicha Ley. 

X 

En definitiva, la Sala Constitucional al concluir en su sentencia respecto del decreto ley 
impugnado, a pesar de que no fue sometido a consulta pública para asegurar la participación 
de los ciudadanos y de la sociedad organizada en el procedimiento de formación del mismo, 
como le exige la Constitución y la Ley Orgánica de la Administración Pública; que el mismo, 
sin embargo, supuestamente no habría contrariado “elementos esenciales de validez formal” 
previstos en la Constitución “referente a la violación del derecho a la participación política,” 
lo que hizo fue formalizar el fraude a la Constitución, para eludir la obligación de garantizar 
la participación política, sujetando a dicha consulta solamente a las leyes sancionadas por la 
Asamblea Nacional, y excluyendo de la misma a leyes sancionadas por el Poder Ejecutivo en 
ejecución de una delegación legislativa, incluso si en la practica, estas últimas son las más 
numerosas en los últimos quince años de vigencia de la Constitución. Con ello, en definitiva, 
lo que ha hecho la Sala Constitucional es dictar la sentencia de muerte a la llamada “demo-
cracia participativa y protagónica,” al negarle a los ciudadanos y a la sociedad organizada el 
derecho de participar en el proceso de formación de las leyes que le van a ser aplicadas, 
cuando se dicten mediante decretos leyes, que por lo demás, son la mayoría. 

 


